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El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos; no obstante tal garantían, el Decreto 2591 de 1991, en el artículo 6º determinó las causales de improcedencia de la acción de tutela siendo éstas: … 2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus. (…)
Como puede observarse, las disposiciones señaladas dan cuenta de la obligación del INPEC de ejecutar las medidas de aseguramiento de la población procesada privada de la libertad, en tanto que también tiene la obligación de verificar si quienes se encuentran bajo su custodia y vigilancia, al momento de obtener su libertad no cuentan con otros requerimientos de autoridad judicial.

Respecto al cambio de medida de aseguramiento, estos es, aquellos casos de modificación de la reclusión intramural a la domiciliaria, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 8º del artículo 30 del Decreto 4151 de 2011, el Establecimiento de Reclusión, está en la obligación de verificar si quien obtiene la libertad o la detención domiciliaria, es requerido o no por otra autoridad judicial, antes de hacer efectiva la orden de libertad o la sustitución de la medida de aseguramiento e informar, en caso positivo, a la autoridad competente. (…)

… la inejecución de la orden impartida por el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de este Distrito Judicial,  no es un tema que le competa al juez de tutela, pues para lograr la efectividad de la medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en el lugar de residencia, debió el actor invocar la protección del derecho fundamental al Hábeas Corpus, pues aun cuando no se trata de la libertad en estricto sentido, ya que quien se beneficia de una medida de esta naturaleza mantiene restricciones sobre tal garantía, lo cierto es que se asimila en tanto que, se cuenta con la posibilidad cumplir con la orden del funcionario judicial, por fuera de los establecimientos de reclusión. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de octubre de dos mil dieciocho
Acta N° 0         17 de octubre de 2018
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad de Palmira contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 29 de agosto de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor ANDRES FELIPE BETANCOURT MOSQUERA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor Andrés Felipe Betancourt Mosquera que el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de la ciudad de Pereira, ordenó la detención preventiva en su lugar de residencia, ordenando al Establecimiento Carcelario y Penitenciario de Varones de Pereira para que lo trasladaran a su residencia ubicada en  la carrera 5º No  14-23 Callejón La Virginia, Corregimiento de Rozo Valle del Cauca; que por competencia territorial, el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad –EPAMSCAS- de Palmira es el encargado de acoger al interno y trasladarlo a su domicilio; no obstante, allí se han negado a cumplir con lo dispuesto al considerar que registra una orden de captura vigente por el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de la ciudad de Bucaramanga.

En atención a que en dos oportunidades ha sido traslado desde el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario –EPMSC– de Pereira al EPAMSCAS- de Palmira, sin lograr que este último dé cumplimiento a la orden judicial, la primera entidad informó lo acontecido al Juzgado encargado de realizar el control sobre la medida, señalando éste que la orden de un juez de la República debía cumplirse con independencia de los procedimientos internos y administrativos que se lleven en la Institución.

Considera por tanto que la actuación del EPAMSCAS de Palmira es vulneratoria del debido proceso, por lo tanto solicita su protección y como medida de restablecimiento se ordene a las entidades involucradas que procedan con el traslado a su lugar de residencia.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.  Así mismo, ordenó la vinculación del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC–, entidad a la que se le concedió igual término para que ejerciera el derecho de defensa. 
Dentro del término concedido la EPMSC- de Pereira, dio respuesta a la acción confirmando los fundamentos fácticos en los que se soporta la misma, señalando que ha sido EPAMSCAS de Palmira, quien se ha negado a cumplir con la orden judicial, relacionada con el control de la detención domiciliaria del señor Andrés Felipe Betancourt Mosquera en el municipio de Rozo (Cauca).

El EPAMSCAS de Palmira y el Instituto Nacional Penitenciario guardaron silencio en el término conferido, no obstante la última entidad, en comunicación de fecha 23 de agosto de 2018 informó que mediante Resolución No 6605820 de 2018 se había ordenado el traslado del actor.

Llegado el día de fallo la funcionaria de primer grado concedió el amparo pretendido al verificar que la negativa del EPAMSCAS de Palmira, es una decisión arbitraria “dado que no atendió las órdenes del Juez Penal competente, fomentando así de manera flagrante la vulneración del debido proceso administrativo al señor Andrés Felipe Betancourt Mosquera, pues sea que el accionante cuente o no con anotación diferente en su historial de antecedentes, es el Juez de Control de Garantías el llamado a evaluarla y las actuaciones del IMPEC (sic) no pueden sobrepasar su jurisdicción”

Por tal razón ordenó al EPMSC de Pereira trasladar al demandante al EPAMSCAS de Palmira y una vez allí se proceda con su admisión y traslado a su lugar de residencia.

Inconforme con la decisión el Establecimiento Penitenciario de Palmira la apeló insistiendo en la posible existencia de un requerimiento judicial aún no confirmado por parte del Juzgado 9 Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Bucaramanga, motivo por el cual oficio a ese despacho para verificar la orden de captura.

Sostiene que no obstante lo anterior, dio cumplimiento a la orden de tutela, quedando pendiente de la confirmación del requerimiento judicial al accionante para proceder conforme el reglamento del INPEC.

Solicita por tanto, que se desvincule de la acción al Director General del INPEC dado que éste dio cumplimiento al traslado del interno, así como del Director del EPAMSCAS Palmira, toda vez que dicho funcionario procederá a custodiar al accionante hasta el lugar donde se impuso la medida de aseguramiento.

Así mismo solicita que se requiera a los Juzgados involucrados para que determinen si la orden de captura vigente corresponde al mismo proceso por el que se le otorga la detención preventiva o se trata de un proceso diferente para así proceder con lo ordenado.

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Procede la acción de tutela para solicitar la efectividad de una medida de aseguramiento domiciliaria?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos; no obstante tal garantían, el Decreto 2591 de 1991, en el artículo 6º determinó las causales de improcedencia de la acción de tutela siendo éstas:

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable”. (Negrilla para resaltar)
2. DE LA PROCEDENCIA DEL HÁBEAS CORPUS.

Según el art. 1º de la Ley 1095 de 2006, (Estatutaria de Habeas Corpus), esta garantía es un Derecho Fundamental y a la vez una acción Constitucional que tutela la libertad personal, cuando alguien es privado de la libertad con violación de las disposiciones constitucionales o legales, o ésta se prolonga ilegalmente.

De allí que el artículo 30 de la Constitución Política consagre:

“Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el habeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis (36) horas”.

Ahora, la Corte Constitucional ha hecho extensiva dicha garantía a los siguientes casos
: 

(1) siempre que la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (2) mientras la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (3) cuando, pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de hábeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; (4) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial. (Negrilla fuera de texto)
3. DE LAS FUNCIONES DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE RECLUSION.
Dispone en el artículo 30 del Decreto 4151 de 2011 que establecimiento de reclusión, debe entre otras funciones:

1.  “Ejecutar las medidas de custodia y vigilancia a las personas privadas de la libertad al interior de los establecimientos de reclusión velando por su integridad, seguridad, el respeto de sus derechos y el cumplimiento de las medidas impuestas por autoridad judicial.
2. (…)

3. Ejecutar la pena de prisión de la población condenada privada de la libertad, y la medida de aseguramiento de la población procesada privada de la libertad, acorde con las disposiciones judiciales. 
4. (…)
5. Cumplir los procesos y procedimientos definidos por la entidad para el ingreso, permanencia y retiro de la población privada de la libertad en el establecimiento de reclusión y comunicar las novedades a la Dirección Regional que le corresponda. 8. Comunicar a las autoridades competentes el ingreso y salida de la población privada de la libertad. (…)

8. Comunicar a las autoridades competentes el ingreso y salida de la población privada de la libertad.”

A su vez, el artículo 70 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 50 de Ley 1709 de 2014, dispone:

“La libertad del interno solo procede por orden de autoridad judicial competente. No obstante, si transcurren los términos previstos en el Código de Procedimiento Penal y no se ha legalizado la privación de la libertad, y si el interno no estuviere requerido por otra autoridad judicial, el Director del establecimiento de reclusión tiene la obligación de ordenar la excarcelación inmediata, bajo la responsabilidad del funcionario que debió impartirla. Igualmente, cuando el director del establecimiento verifique que se ha cumplido físicamente la sentencia ejecutoriada, ordenará la excarcelación previa comprobación de no estar requerido por otra autoridad judicial. Cuando se presente el evento de que trata este inciso, el director del establecimiento pondrá los hechos en conocimiento, del juez de ejecución de penas con una antelación no menor de treinta días, con el objeto de que exprese su conformidad. En caso de silencio del juez de ejecución de penas, el director del establecimiento queda autorizado para decretar la excarcelación.”
Como puede observarse, las disposiciones señaladas dan cuenta de la obligación del INPEC de ejecutar las medidas de aseguramiento de la población procesada privada de la libertad, en tanto que también tiene la obligación de verificar si quienes se encuentran bajo su custodia y vigilancia, al momento de obtener su libertad no cuentan con otros requerimientos de autoridad judicial.

Respecto al cambio de medida de aseguramiento, estos es, aquellos casos de modificación de la reclusión intramural a la domiciliaria, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 8º del artículo 30 del Decreto 4151 de 2011, el Establecimiento de Reclusión, está en la obligación de verificar si quien obtiene la libertad o la detención domiciliaria, es requerido o no por otra autoridad judicial, antes de hacer efectiva la orden de libertad o la sustitución de la medida de aseguramiento e informar, en caso positivo, a la autoridad competente.

Adicionalmente, es del caso anotar que, siendo la detención intramural una medida de aseguramiento principal, su sustitución por una domiciliaria debe ceder, en el caso de que se evidencie la existencia de una orden de captura vigente librada en otro proceso, evento en el cual debe ponerse el interno a órdenes de la autoridad que lo requiere para que esta se pronuncie respecto a la detención preventiva que va a imponer.
4. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-023 de 2018, esta Corporación sostuvo:

“En efecto, esta Corporación ha sostenido que el derecho al debido proceso administrativo se entiende vulnerado cuando las autoridades públicas, en ejercicio de la función administrativa, no siguen estrictamente los actos y procedimientos establecidos en la ley para la adopción de sus decisiones y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.

5. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

No obstante, ello no implica que no puede decidirse lo que es materia de debate, pues el que se presente el hecho superado, no significa necesariamente la confirmación de la decisión revisada.  En ese sentido, la Corte constitucional en la Sentencia T-1057 de 2006 indicó:

“Por tanto, aún existiendo un hecho superado, si en la segunda instancia o durante el proceso de Revisión se establece que con base en el acervo probatorio y los fundamentos jurídicos y jurisprudenciales aplicables al caso, el juez ha debido conceder o negar el amparo solicitado y no lo hizo, debe procederse al análisis correspondiente revocando la providencia materia de revisión y declarando la carencia actual de objeto, porque no es jurídicamente viable confirmar un fallo contrario a la Carta Política.
. 
6. CASO CONCRETO

De acuerdo con los hechos de la demanda se tiene que, por orden del Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de esta ciudad, al señor Andrés Felipe Betancourt Mosquera, luego de estar recluido en el Establecimiento Carcelario y Penitenciario de Varones de Pereira EPMSC La 40 de Pereira, le fue concedido el beneficio de detención preventiva en su lugar de residencia, ubicada en el municipio de Rozo, Valle.  Dicha orden no se ha ejecutado ya que el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad de Palmira, encargado del control y vigilancia de la medida, se ha negado a recibir al procesado, ya que tiene otro requerimiento judicial por cuenta del Juzgado Noveno Penal Municipal de Control de Garantías de Bucaramanga - Santander.  

Como puede observarse, la inejecución de la orden impartida por el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de este Distrito Judicial,  no es un tema que le competa al juez de tutela, pues para lograr la efectividad de la medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en el lugar de residencia, debió el actor invocar la protección del derecho fundamental al Hábeas Corpus, pues aun cuando no se trata de la libertad en estricto sentido, ya que quien se beneficia de una medida de esta naturaleza mantiene restricciones sobre tal garantía, lo cierto es que se asimila en tanto que, se cuenta con la posibilidad cumplir con la orden del funcionario judicial, por fuera de los establecimientos de reclusión. 
En ese sentido, debió la juez de primer grado desde el momento mismo en que le fue puesto en su conocimiento la acción de tutela, declarar su improcedencia, para que le fuera dado el trámite de Habeas Corpus, mecanismo previsto por el legislador para dar trámite a la solicitud del señor Betancourt Mosquera.  

De acuerdo con lo anterior, deberá la Sala subsanar la irregularidad advertida, declarando la improcedencia de la protección reclamada en esta oportunidad, pero no se dispondrá darle el trámite que legalmente le corresponde, esto es el de  Hábeas Corpus, toda vez que, conforme la constancia que obra a folio 4 del cuaderno de segunda instancia, lo pretendido por el actor se encuentra satisfecho, en la medida en que fue trasladado a su lugar de residencia, cumpliendo con la detención preventiva bajo la custodia y vigilancia del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad –EPAMSCAS– de Palmira.

Pese al cumplimiento de la orden de tutela impartida en primera instancia, debe precisarse que razón le asistía al EPAMSCAS- de Palmira en su posición, toda vez que, como lo advirtió la Sala Penal en la jurisprudencia citada con antelación, correspondía al EPMSC Pereira, antes de trasladar el interno, verificar si era requerido por otra autoridad judicial y en caso positivo comunicar a las autoridades competentes la salida de ese reclusorio del señor Betancourt Mosquera, tal como lo señala el numeral 8º de artículo 30 del Decreto 4151 de 2011.  

En el presente asunto, conforme lo certifica la Penitenciaria de Palmira, el procesado tiene orden de captura vigente librada por el Juzgado 9 Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Bucaramanga –fl 70-; no obstante, frente al hecho consumado por el cumplimiento de la orden de tutela, como quiera que ya se encuentra bajo su custodia y vigilancia, le corresponde continuar con los trámites pertinentes para que se haga efectiva la orden de captura en contra del aquí tutelante, en el evento de continuar vigente la dispuesta por el Juzgado Noveno Penal Municipal de Control de Garantías de Bucaramanga
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, 29 de agosto de 2018, para en su lugar declarar la improcedencia de la presente acción de tutela.
SEGUNDO: DECLARAR que por sustracción de materia hay carencia actual del objeto, dado el cumplimiento de la orden de primera instancia por parte del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad de Palmira.
TERCERO: ORDENAR al Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad de Palmira que realice todas las actuaciones que correspondan en orden a hacer efectiva la orden de captura en contra del señor ANDRES FELIPE BETANOCURT MOSQUERA, en el evento de continuar vigente la dispuesta por el Juzgado Noveno Penal Municipal de Control de Garantías de Bucaramanga.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                              En comisión de servicios

� Corte Constitucional, sentencia C-260/99.


� Cfr. entre otras, Sentencia T-347 de 2002, M.P. Jaime Araujo Rentería. En el mismo sentido se pronunció la Sala  Novena de Revisión, con ponencia de la doctora Clara Inés Vargas Hernández, entre otras, en  las sentencias T-512 de 2002 y en las  T-029, T-048, T-093, T-095 y T-746, todas de 2005
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